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J. A. AUNIÓN, Madrid

L
os cambios que ha su-
frido la sociedad espa-
ñola y el aumento de la
edad de escolarización
obligatoria de los 14 a

los 16 años han convertido los
institutos públicos de educación
secundaria, en los que estudian
alumnos de entre 14 y 18 años,
en espacios de tal complejidad,
que cuando los conflictos llegan,
los profesores no tienen los recur-
sos necesarios para hacerlos fren-
te. Para mejorar los problemas
de convivencia y disciplina, 130
directores de los centros, reuni-
dos por la Consejería de Educa-
ción de la Comunidad de Ma-
drid, exponen sus recetas:

E Más autonomía. Los directores
de instituto piden más libertad
de movimientos para hacer fren-
te a los problemas específicos de
cada centro. Para implantar, por
ejemplo, alternativas concretas
para los alumnos con problemas
de absentismo escolar o para de-
cidir si los objetores escolares de-
ben ser redirigidos a educación
compensatoria ya a los 13 o 14
años. La autonomía también les
permitiría decidir quiénes son los
alumnos inmigrantes que deben
ir al aula de enlace (ahora son los
padres los que deciden) y cuánto
tiempo han de permanecer allí
(el tiempo máximo actual es de
seis meses).

E Sanciones. En cuanto al mante-
nimiento de la disciplina y las
normas de convivencia, los direc-
tores piden que el consejo esco-
lar de cada instituto sea el último
órgano competente en esta mate-
ria, ya que, explican, en estos mo-
mentos se da la situación de que
los padres recurren las sanciones
a las consejerías, con lo que pue-
de transcurrir un curso entero
sin que el alumno sancionado re-
ciba el castigo.

E Fuera del instituto. Para empe-
zar, los directores reclaman la
ayuda de las familias. Proponen
incluso sancionar de alguna ma-
nera, que aún no concretan, a
aquellos padres que se desentien-
dan de los estudios de sus hijos.
Además, piden una normativa
que articule claramente la respon-
sabilidad de la familia con el cen-
tro educativo. Los ayuntamien-
tos también deben implicarse
más con la vida de los institutos.
Los directores les piden que agili-
cen las mesas locales contra el
absentismo, así como programas
de actividades extraescolares, re-
forzados con el trabajo de educa-
dores de calle. Para casos más
graves, relacionados con la delin-
cuencia, los centros solicitan es-
tar en contacto con la policía y,
en su caso, poder intercambiar
datos.

E Alumnos y recursos. Cada insti-
tuto es diferente en sus tasas de
absentismo, de fracaso escolar,
en el porcentaje de alumnado in-
migrante, su entorno social, en
sus problemas, cuando los haya,
con el alcohol y las drogas... Por
eso, los directores creen que los

recursos y la financiación para
cada uno de ellos no puede ser
uniforme, sino estar en función
de las necesidades concretas. Por
las mismas razones consideran
fundamental una distribución
equilibrada entre todos los cen-
tros de aquellos alumnos que pre-
sentan unas necesidades especia-
les. Los centros públicos y los
concertados (también sostenidos
con fondos públicos) deben esco-
larizar por igual a los alumnos
inmigrantes, proponen.

E Casos extremos. Los directores
consideran que hay alumnos que
son casos muy extremos cuyas cir-
cunstancias personales, familia-
res, requerirían, incluso, decisio-
nes judiciales. Se trataría de que
voces autorizadas intervinieran

para proporcionarles a estos chi-
cos otra vida escolar porque la
educación ordinaria no tiene he-
rramientas para tratar sus casos
adecuadamente. Se trata, expli-
can, de hijos de familias muy de-
sestructuradas y con gravísimos
problemas que, a veces, los pro-
pios alumnos trasladan a los cen-
tros. Pero insisten en que son ca-
sos muy extremos y, como tal,
mínimos. Los que no son tan mí-
nimos son los episodios de acoso
entre los chavales del instituto,
pandillas que acosan a algún
alumno hasta hacerle la vida im-
posible sin que el muchacho se
atreva a contarlo ni, mucho me-
nos, a denunciarlo. “Cada día
hay más casos así y no tenemos
herramientas para enfrentarnos a
ello porque los chicos no se atre-

ven a denunciar”, lamenta José
Antonio Martínez, director del
instituto Pío Baroja, de Madrid.

E Nuevos perfiles profesionales. Al-
gunos de los problemas de los
alumnos requieren para su solu-
ción profesionales que no sean
exactamente docentes. Los direc-
tores madrileños reclaman estos
trabajadores para controlar las
faltas de asistencia de los estu-
diantes, empleados sociales para
las aulas de enlace de los inmi-
grantes, para estar al tanto de los
chicos más problemáticos, como
pueden ser los objetores escola-
res o los que presentan proble-
mas relacionados con la delin-
cuencia; para éstos, además, pi-
den educadores de calle.

Pero los profesores son cons-

cientes de que, a menudo, se ven
obligados a desempeñar estas ta-
reas más propias de otros perfiles
profesionales. Por ello deman-
dan formación permanente en es-
te sentido, y la creación de figu-
ras como la del vigilante educa-
dor o los docentes mediadores.

El grueso de estas propuestas
planteadas por los directores
madrileños coincide con las que
sugiere la Comisión Permanente
Estatal de Directores de Institu-
tos de Secundaria, según explica
uno de sus miembros, José Anto-
nio Martínez. Pero, eso sí, ad-
vierte de que la convivencia en
los institutos es “un tema de
enorme complejidad” en el que
“no existen las soluciones mági-
cas”. Simplemente se trata, resu-
me, de que los centros cuenten
con una “ordenación académi-
ca” lo suficientemente flexible
como para poder gestionar la di-
versidad, y esto “no se puede
hacer sin los recursos necesa-
rios”. Opina además que “hay
muy pocas salidas” para los chi-
cos escolarizados que, antes de
los 16 años, ya no quieren seguir
estudiando”.

El responsable del instituto
público Fene, de Ferrol, Xosé
Manuel Mouriz, hace un diag-
nóstico muy parecido. “En Gali-
cia tenemos un nivel de conflicti-
vidad bastante bajo, pero es cier-
to que para los casos más gra-
ves, que también hay algunos,
no tenemos las herramientas ne-
cesarias”, admite. Además,
apunta un dato más al debate:
“Los problemas de convivencia
se presentan sobre todo en mar-
cos urbanos o periurbanos; en
las zonas rurales, en general, el
alumnado está concienciado
con la necesidad de estudiar”.

“Habría que ver cómo pone-
mos en práctica todas estas medi-
das”, señala Josu Aguirre, direc-
tor del instituto Txindoki-Alkar-
tasuna, de Beasain, en el País
Vasco, “pero lo que está claro es
que si no conseguimos implicar
en el hecho educativo a las fami-
lias, a los ayuntamientos y a la
comunidad en general, no podre-
mos hacer nada”.

Algunas de estas propuestas
ya se están poniendo en práctica
en diferentes lugares —por ejem-
plo, Extremadura ya ha implan-
tado la figura del educador so-
cial en los centros— y la comuni-
cación y el trabajo conjunto es
perfectamente fluido entre mu-
chos institutos y sus ayuntamien-
tos. “Para poner en marcha algu-
nas de estas cuestiones sólo hace
falta la voluntad de los trabajado-
res de las administraciones, aun-
que es cierto que quizá sería nece-
sario institucionalizarlas”, expli-
ca Manuel Acedo, director del
instituto Sáenz de Buruaga, de
Mérida.

Parte de estas reflexiones de
los directores madrileños, que se-
rán publicadas por la Consejería
de Educación de la Comunidad,
coinciden con las señaladas por
los sindicatos, padres y titulares
de centros religiosos en el docu-
mento que han redactado tras las
negociaciones para alcanzar un
pacto educativo.

J. A. A., Madrid

La confederación
laica de padres de
alumnos (Ceapa),

mayoritaria en la
escuela pública, ve con
buenos ojos, aunque
con matices, las
propuestas de los
directores para mejorar
la convivencia en los
institutos. Como
padres, reclaman un
papel activo en los
centros, que no se
limite a tratar “temas
referentes a los
alumnos en los
consejos escolares”,
explica Lola Abelló,
presidenta de Ceapa.
Pretenden que sean
“verdaderas escuelas

de ciudadanía y
formación”. Esta labor
podría ayudar, entre
otras cosas, a integrar
a los padres de
inmigrantes. “Donde
no llegan los
profesores podrían
llegar las Apas”,
asegura. Así, lo que
pide, en principio, es
tan sólo un espacio y
un horario de atención
dentro de los institutos.
“Ha habido proyectos
piloto, por ejemplo en
Aragón, que han dado
buenos resultados”,
asegura Abelló.

En cuanto a la
necesidad de implicar a
las familias en la
educación, Abelló se

muestra de acuerdo,
pero gira el espejo
hacia el otro lado:
“Muchos padres se
quejan de que cuando
intentan implicarse con
los institutos se chocan
contra un muro”.
Asimismo, considera
que los profesores,
además de más
recursos, necesitarían
una nueva formación
(en psicopedagogía,
resolución de
conflictos) para
atender a la enorme
diversidad que
presentan tanto
alumnos como padres.

Si se trata de
sancionar a los
alumnos, la Ceapa

propone castigos
“educativos, como
trabajos sociales dentro
del instituto, por
ejemplo”, en lugar de
la expulsión del centro.
Coinciden con los
directores en que hay
que contar con los
recursos y el personal
de los ayuntamientos
para educar entre
todos, sin embargo,
introduce una nueva
idea, que ya se ha
llevado a cabo, recalca
Abelló, en Hospitalet
(Cataluña): “Agrupar
por territorios distintos
centros que compartan
actividades
extraescolares y en los
que se distribuya de
forma equilibrada a los
alumnos con
necesidades educativas
especiales”, explica.

La familia pide un papel activo

LOS CONFLICTOS ESCOLARES. Los directores conocen bien los problemas de discipli-
na y convivencia que salpican a veces los institutos. Entre todos han esbozado algunas sugerencias para atajar los conflictos:
reclaman la colaboración de las familias y otros profesionales y piden una redistribución equitativa del alumnado.

Recetas para mejorar la convivencia en las aulas
Los directores de los institutos reclaman la colaboración de los ayuntamientos y las familias
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